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I. Disposiciones generales

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES

17350 DECLARACIONES previstas en los artículos
5.1, 20.1, 20.6, 21.1 párrafo 2 y 21.1 párrafo
5 del Convenio celebrado sobre la base del
artículo K3 del Tratado de la Unión Europea,
relativo a la Asistencia Mutua y a la Coope-
ración entre las Administraciones Aduaneras,
hecho en Bruselas el 18 de diciembre de
1997 («Boletín Oficial del Estado» núm. 199,
de 20 de agosto de 2002).

DECLARACIONES PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 5.1,
20.1, 20.6, 21.1 PÁRRAFO 2 Y 21.1 PÁRRAFO 5 DEL
CONVENIO CELEBRADO SOBRE LA BASE DEL ARTÍCU-
LO K3 DEL TRATADO DE LA UNIÓN EUROPEA, RELA-
TIVO A LA ASISTENCIA MUTUA Y A LA COOPERACIÓN
ENTRE LAS ADMINISTRACIONES ADUANERAS, HECHO

EN BRUSELAS EL 18 DE DICIEMBRE DE 1997

Al artículo 5. Servicios Centrales de coordinación.

«El Reino de España declara, que con arreglo a lo
dispuesto en el art. 5 punto 1, el Servicio Central de
Coordinación en España será: La Subdirección General
de Operaciones, dependiente de la Dirección Ad-
junta de Vigilancia Aduanera integrada en el Departa-
mento de Aduanas e Impuestos Especiales de la Agencia
Estatal de Administración Tributaria.

Cuando la actividad requerida sea solicitada por o
se refiera a, Autoridades no aduaneras, la Subdirección
General citada en el párrafo anterior dará traslado de
las peticiones o comunicará los datos pertinentes a la
Subdirección General de Operaciones de la Guardia
Civil».

Al artículo 20. Persecución con cruce de fronteras.

20.1. Funcionarios competentes.
«El Reino de España con arreglo a lo dispuesto en

el artículo 20 punto 1, segundo párrafo, declara que
los funcionarios competentes para llevar a cabo perse-
cuciones con cruce de fronteras son:

Funcionarios de Vigilancia Aduanera del Departamen-
to de Aduanas e Impuestos Especiales, y

Los funcionarios de los Cuerpos y Fuerzas de Segu-
ridad del Estado.»

20.6: Modalidades de ejercicio de la persecución.
«El Reino de España con arreglo a lo dispuesto en

el artículo 20.6 declara:

Los funcionarios que realicen la persecución en terri-
torio español tendrán derecho a efectuar la aprehensión
en el mismo (punto 2).

El derecho de persecución tendrá las siguientes limi-
taciones (punto 3).

En el tiempo:
en tierra dos horas.
en mar cinco horas.

En el espacio:
en tierra 50 km.
en mar sin límite.

Los funcionarios que realicen la persecución trans-
fronteriza por tierra en territorio español podrán portar
su arma reglamentaria, pero solamente si se trata de
un arma corta (punto 4.e). En el caso de embarcaciones,
se autoriza la entrada de las que constituyan la dotación
habitual del buque.»

Al artículo 21. Vigilancia Transfronteriza.

21.1, párrafo segundo: Funcionarios competentes.
«El Reino de España con arreglo a lo dispuesto en

el artículo 21, punto 1, párrafo segundo declara que
los funcionarios competentes para llevar a cabo vigilan-
cias transfronterizas son:

Funcionarios de Vigilancia Aduanera del Departamen-
to de Aduanas e Impuestos Especiales, y

Los funcionarios de los Cuerpos y Fuerzas de Segu-
ridad del Estado.»

21.1, párrafo quinto: Autoridad designada.
«El Reino de España con arreglo a lo dispuesto en

el artículo 21 punto párrafo quinto declara que la auto-
ridad designada es el Servicio Central de Coordinación».

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 6 de agosto de 2003.—El Secretario General

Técnico, Julio Núñez Montesinos.

17351 TRATADO entre el Reino de España y la Repú-
blica Portuguesa sobre cooperación trans-
fronteriza entre entidades e instancias terri-
toriales, hecho en Valencia el 3 de octubre
de 2002.

TRATADO ENTRE EL REINO DE ESPAÑA Y LA REPÚ-
BLICA PORTUGUESA SOBRE COOPERACIÓN TRANS-
FRONTERIZA ENTRE ENTIDADES E INSTANCIAS

TERRITORIALES

El Reino de España y la República Portuguesa,
Conscientes de las ventajas recíprocas que resultan

de la cooperación entre entidades e instancias territo-



33938 Viernes 12 septiembre 2003 BOE núm. 219

riales de uno y otro lado de la frontera para el desarrollo
y el progreso de los respectivos habitantes;

Conscientes de las diferencias existentes entre dichas
entidades e instancias por lo que se refiere al respectivo
régimen jurídico interno de organización política y admi-
nistrativa;

Conscientes de que, como consecuencia de factores
diversos, entre los que destacan el proceso de cons-
trucción europea, la iniciativa comunitaria Interreg y los
Convenios del Consejo de Europa, las entidades e ins-
tancias territoriales de la frontera hispano-portuguesa
han venido cooperado de forma creciente, cooperación
que debe gozar de un régimen jurídico apropiado;

Conscientes de que el artículo 7 del Tratado de Amis-
tad y Cooperación firmado el 22 de noviembre de 1977
entre los dos Estados consagra el compromiso de las
partes de coordinar sus esfuerzos para conseguir «un
mayor y más armónico desarrollo económico-social de
las zonas fronterizas»;

Conscientes de la necesidad de adoptar un régimen
jurídico apropiado que facilite, armonice y desarrolle la
aplicación de los principios inherentes al Convenio Marco
Europeo sobre cooperación transfronteriza entre comu-
nidades o autoridades territoriales, de 21 de mayo
de 1980, respetando la identidad soberana y las líneas
fundamentales de la política exterior de cada parte,

Han convenido en las disposiciones siguientes:

CAPÍTULO I

Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1. Objeto.

1. El presente Tratado tiene por objeto promover
y regular jurídicamente la cooperación transfronteriza
entre instancias territoriales portuguesas y entidades
territoriales españolas en el ámbito de sus competencias
respectivas, la cual se llevará a cabo respetando el Dere-
cho interno de las Partes, del Derecho comunitario
europeo y los compromisos internacionales por éstas
asumidos.

2. El régimen jurídico previsto en el presente Tra-
tado se aplicará a las formas de cooperación regidas
por el Derecho público, sin perjuicio de la posibilidad
de recurrir a modalidades de cooperación sujetas al Dere-
cho privado, siempre que las mismas resulten conformes
al Derecho interno de las Partes, al Derecho comunitario
europeo y a los compromisos internacionales por éstas
asumidos.

Artículo 2. Expresiones utilizadas.

A los fines del presente Tratado:

a) La expresión «Partes» designa a los Estados, espa-
ñol y portugués, que se vinculan por el presente Tratado;

b) La expresión «cooperación transfronteriza» desig-
na al conjunto de formas de concertación que tengan
como objetivo incrementar y desarrollar las relaciones
de vecindad entre instancias y entidades territoriales que
se encuentren bajo jurisdicción de las Partes y que se
lleven a cabo en el ámbito de asuntos de interés común
y en la esfera de sus competencias;

c) La expresión «instancias territoriales» designa a
las entidades y autoridades territoriales de naturaleza
pública que ejerzan funciones a nivel regional y local,
en los términos del Derecho interno portugués;

d) La expresión «entidades territoriales» designa a
las Comunidades Autónomas y entidades locales exis-
tentes en Derecho interno español;

e) La expresión «entidades firmantes» designa a las
instancias y entidades territoriales que celebran entre
sí convenios de cooperación transfronteriza;

f) La expresión «convenios de cooperación» o «con-
venios» designa a los instrumentos que formalizan acti-
vidades de cooperación institucionalizada con efectos
jurídicos, documentando los compromisos asumidos por
las instancias y entidades territoriales firmantes;

g) La expresión «obligaciones jurídicas directamen-
te derivadas de los convenios de cooperación» designa
a las relaciones de carácter obligacional que una o más
instancias territoriales de una Parte y una o más enti-
dades territoriales de la otra Parte establecen, de forma
directa, en un convenio de cooperación, para la pres-
tación de servicios, la realización de obras públicas, sumi-
nistros u otras actividades de interés público común,
sin necesidad de celebrar contratos con terceros;

h) La expresión «organismos de cooperación» desig-
na a todas aquellas estructuras que, en los términos
del presente Tratado y de los convenios de cooperación,
tienen por objeto seguir, promover, coordinar, apoyar
o realizar actividades de cooperación transfronteriza;

i) La expresión «cooperación transfronteriza no ins-
titucionalizada» designa aquella cooperación que, por
referirse a actividades efímeras y sin trascendencia jurí-
dica, no precisa ser formalizada mediante la suscripción
de un convenio de cooperación.

Artículo 3. Ámbito de aplicación.

El presente Tratado se aplicará:

En España: A las Comunidades Autónomas de Galicia,
Castilla y León, Extremadura y Andalucía; a las provincias
de Pontevedra, Ourense, Zamora, Salamanca, Cáceres,
Badajoz y Huelva; a los municipios pertenecientes a las
provincias indicadas. Asimismo y siempre que incluyan
municipios de los anteriores, se aplicará a las comarcas
y otras entidades que agrupen varios municipios ins-
tituidas por las Comunidades Autónomas expresadas y
a las Áreas Metropolitanas y Mancomunidades de Muni-
cipios creadas con arreglo a la legislación de Régimen
Local.

En Portugal: A las Comisiones de Coordinación de
las Regiones Norte, Centro, Alentejo y Algarve; a las
Asociaciones de Municipios y otras estructuras que intre-
gren municipios con intervención en el área geográfica
de las NUTS III, definida por el Derecho interno portugués
«Minho-Lima, Cávado, Alto Trás-os Montes, Douro, Beira
Interior Norte, Beira Interior Sul, Alto Alentejo, Alentejo
Central, Baixo Alentejo y Algarve», y a los municipios
situados en las mencionadas NUTS III.

CAPÍTULO II

Instrumentos jurídicos de cooperación

Artículo 4. Convenios de cooperación.

1. Las instancias y entidades territoriales que, en
los términos del presente Tratado, realicen actividades
de cooperación transfronteriza institucionalizada debe-
rán, previamente, celebrar el correspondiente convenio
de cooperación.

2. La finalidad y el objeto del convenio de coope-
ración deberán responder a un interés común y respetar
las competencias que el respectivo Derecho interno
determina como propias de cada una de las entidades
firmantes.

3. Los convenios de cooperación deberán ajustarse
a lo establecido en el presente Tratado, así como al Dere-
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cho interno de las Partes, al Derecho comunitario
europeo y a los compromisos internacionales asumidos
por las Partes.

4. Previamente a su celebración, los convenios
deberán observar las reglas de procedimiento y de con-
trol establecidas al efecto en el Derecho interno de cada
una de las Partes.

5. Los convenios vincularán exclusivamente a las
instancias y entidades territoriales que los suscriban, sin
que las Partes queden obligadas por sus estipulaciones
ni por los efectos resultantes de su ejecución, salvo en
el caso de las Comisiones de Coordinación Regional,
en cuanto órganos de la Administración del Estado por-
tugués.

6. Los convenios deberán documentarse por escrito
y se redactarán en la lengua oficial de cada una de las
Partes, pudiendo redactarse, además, en las demás len-
guas que sean cooficiales en alguna de las entidades
territoriales españolas.

Artículo 5. Contenido de los convenios de cooperación.

1. Los convenios tendrán primordialmente como
finalidad permitir a las entidades firmantes, en el ámbito
del tratamiento de asuntos de interés común:

a) la concertación de iniciativas y de la adopción
de decisiones;

b) la promoción de estudios, planes, programas y
proyectos, especialmente los que sean susceptibles de
cofinanciación estatal, comunitaria o internacional;

c) la realización de proyectos de inversión, gestión
de infraestructuras y equipamientos y prestación de
servicios de interés público;

d) la promoción de formas de relación entre agen-
tes, estructuras y entidades públicas y privadas, que pue-
dan contribuir al desarrollo de los territorios fronterizos
respectivos.

2. Para conseguir las finalidades mencionadas en
el apartado anterior, el objeto de los convenios consis-
tirá en:

a) establecer obligaciones jurídicas directamente
derivadas de los convenios de cooperación, en los tér-
minos de lo dispuesto en el artículo 2 y en el artículo
6.2.a) del presente Tratado;

b) celebrar contratos con terceros, en los términos
de lo dispuesto en el artículo 6.2.b) del presente Tratado;

c) crear organismos de cooperación transfronteriza
sin personalidad jurídica, en los términos de lo dispuesto
en el artículo 10 del presente Tratado;

d) crear organismos de cooperación transfronteriza
con personalidad jurídica, en los términos de lo dispuesto
en el artículo 11 del presente Tratado.

3. No podrán ser objeto de los convenios de coope-
ración:

a) las competencias normativas y de seguridad
pública, las potestades de control de las instancias y
entidades territoriales y las potestades sancionadoras,
ni las competencias que hayan sido delegadas en las
mismas, sin perjuicio de que, cuando se trate de un
organismo con personalidad jurídica que asuma la pres-
tación en común de un servicio público, el organismo
asuma el ejercicio de las potestades de reglamentación
y sancionadoras inherentes a la prestación del servicio;

b) la modificación del estatuto jurídico de las enti-
dades firmantes;

c) la facultad de hacer extensiva su eficacia a ins-
tancias y entidades territoriales que no hayan firmado
el convenio.

4. En los convenios de cooperación deberá constar,
en particular, lo siguiente:

a) la identificación de las entidades firmantes;
b) los ámbitos de actividad a que se refiera la coope-

ración;
c) los instrumentos, los procedimientos y la forma

de realización de dicha cooperación en los ámbitos men-
cionados en la letra anterior;

d) el Derecho aplicable y las formas de conciliación
o de resolución de controversias;

e) las determinaciones correspondientes a los requi-
sitos que el presente Tratado exige en el caso de que
los convenios tengan por objeto la creación de orga-
nismos de cooperación transfronteriza;

f) el procedimiento de modificación de dichos con-
venios;

g) el establecimiento de su vigencia, así como la
previsión de un sistema de terminación anticipada de
su eficacia.

5. Los convenios que tengan por objeto la creación
de organismos de cooperación transfronteriza deberán
circunscribirse a dicho extremo.

Artículo 6. Derecho aplicable a las obligaciones esti-
puladas en los convenios de cooperación, jurisdicción
competente y régimen jurídico.

1. Las instancias y entidades territoriales que sus-
criban un convenio de cooperación transfronteriza que-
dan obligadas, desde su firma, a cumplir los compro-
misos que en él se determinen.

2. El Derecho aplicable a cada una de las obliga-
ciones estipuladas en los convenios de cooperación
deberá determinarse en el convenio y corresponderá al
de una de las Partes, de conformidad con las reglas
siguientes:

a) cuando se trate de una obligación jurídica direc-
tamente derivada de un convenio de cooperación, el
Derecho aplicable será el de la Parte donde deba cum-
plirse la obligación;

b) cuando se trate de una obligación cuyo cumpli-
miento precise la celebración de uno o varios contratos
con terceros, el convenio deberá determinar la entidad
firmante responsable de la contratación; en cuanto a
la celebración del contrato será de aplicación la legis-
lación de contratos públicos de la Parte a la que per-
tenezca la instancia o entidad contratante; en cuanto
a la ejecución del contrato por el contratista, será de
aplicación el Derecho de la Parte donde deban cumplirse
las obligaciones dimanantes del contrato;

c) cuando el objeto del convenio sea la creación
de un organismo sin personalidad jurídica, será de apli-
cación lo dispuesto en el artículo 10 del presente Tra-
tado;

d) cuando el objeto del convenio sea la creación
de un organismo con personalidad jurídica, será de apli-
cación lo dispuesto en el artículo 11 del presente Tra-
tado.

3. La jurisdicción competente para la solución de
controversias será la de la Parte cuyo Derecho sea apli-
cable.

4. Salvo lo dispuesto en un convenio internacional
de carácter especial aplicable al respecto, cuando en
el proceso de ejecución de una obligación jurídica direc-
tamente derivada de un convenio de cooperación se
produzcan daños o perjuicios a terceros, será de apli-
cación, tanto en cuanto a la determinación de respon-
sabilidad de la Administración como en cuanto al pro-
cedimiento de exigirla, el Derecho interno de la Parte
a que pertenezca la instancia o entidad causante de
los referidos daños o perjuicios.
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5. En lo no previsto en el presente Tratado en cuanto
al régimen jurídico de los convenios de cooperación
transfronteriza, serán de aplicación, respectivamente, los
principios generales del Derecho administrativo portu-
gués y español, así como:

a) en Portugal, las normas que regulan los contratos
de Derecho público, con las adaptaciones necesarias;

b) en España, las normas que regulan los convenios
de colaboración entre Administraciones Públicas, así
como las normas españolas que tienen el carácter de
Derecho supletorio de las anteriores, tanto los principios
generales de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas como las normas de Derecho privado.

6. En el supuesto de que la aplicación del presente
Tratado muestre la necesidad de completar con reglas
específicas el régimen jurídico de los convenios de
cooperación, las Partes podrán concluir un convenio
internacional que dé ejecución al presente Tratado.

Artículo 7. Duración, publicación oficial, terminación
y nulidad de los convenios de cooperación.

1. Los convenios de cooperación se celebrarán por
un período no superior a diez años, prorrogable por idén-
tico período mediante el correspondiente instrumento
que, a efectos de los requisitos establecidos en el Dere-
cho interno de las Partes, tendrá el valor de convenio
de cooperación transfronteriza; los convenios por los que
se creen organismos con personalidad jurídica para la
gestión de un equipamiento común podrán celebrarse
por un período igual al de la utilización de dicho equi-
pamiento, calculada en función de su período de amor-
tización.

2. Los convenios celebrados y demás instrumentos
mencionados en el apartado 1 de este artículo deberán
ser objeto de publicación oficial en cada una de las Par-
tes, en los términos establecidos en su Derecho interno,
como requisito de su eficacia.

3. Cualquier entidad firmante, por lo que a ella con-
cierne, podrá dar por terminado de forma anticipada un
convenio de cooperación que haya suscrito, siempre y
cuando comunique por escrito a las demás entidades
firmantes su intención de hacerlo, con una antelación
mínima de seis meses.

4. Los convenios de cooperación que infrinjan lo
establecido en el apartado 3 del artículo 4 serán nulos,
siendo declarada la nulidad de acuerdo con las dispo-
siciones aplicables del Derecho interno de la Parte donde
se haya suscitado la cuestión; dicha Parte, en cuanto
tenga conocimiento de la alegación o de la declaración
de nulidad de un convenio, informará inmediatamente
a la otra Parte.

CAPÍTULO III

Comisión Hispano-Portuguesa para la Cooperación
Transfronteriza y organismos de cooperación

Artículo 8. Comisión Hispano-Portuguesa para la Coope-
ración Transfronteriza.

1. Se crea la Comisión Hispano-Portuguesa para la
Cooperación Transfronteriza como órgano interguberna-
mental responsable de supervisar y evaluar la aplicación
del presente Tratado, así como de impulsar su desarrollo.

2. Para el cumplimiento de sus objetivos, la Comi-
sión ejercerá las siguientes funciones:

a) intercambiar información sobre las iniciativas
desarrolladas en el ámbito de este Tratado;

b) dar cuenta a los Gobiernos de las Partes de los
aspectos relevantes de la ejecución y desarrollo de las
actividades de cooperación transfronteriza y de su ade-
cuación al presente Tratado, así como presentarles
propuestas para adoptar las medidas que juzgue apro-
piadas;

c) analizar los problemas de cooperación transfron-
teriza relativos a la aplicación del Tratado, en particular
los que le sometan las instancias territoriales portugue-
sas y las entidades territoriales españolas y proponer,
en cada caso, las soluciones que considere adecuadas;

d) proponer medidas apropiadas para el desarrollo
del presente Tratado;

e) examinar cualquier otra cuestión relacionada con
la cooperación transfronteriza de las respectivas instan-
cias y entidades territoriales que las Partes le encomien-
den.

3. La Comisión estará compuesta por un máximo
de siete representantes gubernamentales designados
por los Gobiernos de cada una de las Partes, siendo
comunicada su composición recíprocamente por vía
diplomática; cuando la Comisión trate asuntos contem-
plados en la letra c) del apartado 2 del presente artícu-
lo, participarán en la reunión, como miembros de las
respectivas Delegaciones, representantes de las instan-
cias y entidades territoriales y de los organismos con-
cernidos por la cooperación transfronteriza de que se
trate.

4. La Comisión, de forma alterna en España y Por-
tugal, se reunirá ordinariamente dos veces al año y con
carácter extraordinario cuando lo decidan, por mutuo
acuerdo, los Presidentes de ambas Delegaciones.

5. La Comisión podrá crear, bajo su dependencia,
comités sectoriales de composición paritaria para tratar
aspectos específicos de las iniciativas de cooperación
llevadas a cabo para la aplicación del presente Tratado;
podrán participar en tales comités, por invitación del
Presidente de la respectiva Delegación, representantes
de las instancias y entidades territoriales y de los orga-
nismos interesados en la respectiva cooperación trans-
fronteriza, en particular expertos cuya contribución se
estime útil a tal efecto.

6. La Comisión aprobará su reglamento interno, en
el que se determinará su régimen de funcionamiento
y los demás aspectos de organización.

7. Los Presidentes de ambas Delegaciones inter-
cambiarán información de forma regular sobre los con-
venios que se suscriban al amparo del presente Tratado
y sobre la aplicación del procedimiento interno de cada
Parte a los que se pretendan suscribir, procurando con-
certar sus respectivas posiciones.

Artículo 9. Organismos de cooperación.

1. Los organismos de cooperación creados en los
términos y para las finalidades mencionadas en la letra h)
del artículo 2 del presente Tratado, por las instancias
y entidades territoriales, podrán gozar o no de perso-
nalidad jurídica.

2. Son organismos de cooperación sin personalidad
jurídica:

a) las Comunidades de Trabajo;
b) los Grupos de Trabajo.

3. Son organismos de cooperación con personali-
dad jurídica:

a) las «AssociaçZoes de Direito Público» y las «Em-
presas Intermunicipais», previstas en el ordenamiento
jurídico portugués;

b) Los Consorcios, previstos en el ordenamiento jurí-
dico español.
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Artículo 10. Organismos sin personalidad jurídica.

1. Mediante convenio de cooperación, las instancias
y entidades territoriales podrán crear organismos sin per-
sonalidad jurídica o adherirse a uno ya creado de la
misma naturaleza.

2. Las Comunidades de Trabajo son organismos sin
personalidad jurídica constituidos de la siguiente forma:

a) una Comisión de Coordinación Regional portu-
guesa y una Comunidad Autónoma española;

b) una o varias Asociaciones o Estructuras que inte-
gren municipios portugueses:

— con una o varias provincias, comarcas, mancomu-
nidades municipales o áreas metropolitanas españolas;

— o con varios municipios españoles;
— o con una o varias provincias, comarcas, manco-

munidades municipales o áreas metropolitanas españo-
las y uno o varios municipios españoles;

c) varios municipios portugueses:
— o con una o varias provincias, comarcas, manco-

munidades municipales o áreas metropolitanas españo-
las y uno o varios municipios españoles;

— con una o varias provincias, comarcas, mancomu-
nidades municipales o áreas metropolitanas españolas;

d) una o varias Asociaciones o Estructuras que inte-
gren Municipios portugueses y uno o varios Municipios
portugueses:

— con una o varias provincias, comarcas, mancomu-
nidades municipales o áreas metropolitanas españolas;

— o con varios municipios españoles;
— o con una o varias provincias, comarcas, manco-

munidades municipales o áreas metropolitanas españo-
las y uno o varios municipios españoles.

3. Los Grupos de Trabajo son organismos sin per-
sonalidad jurídica constituidos de la siguiente forma:

a) un municipio portugués:
— con un municipio español;
— o con varios municipios españoles;
b) varios municipios portugueses:
— con un municipio español;
— o con varios municipios españoles.
4. Los organismos sin personalidad jurídica tendrán

como finalidades:
a) estudiar cuestiones de interés mutuo;
b) formular propuestas de cooperación entre las ins-

tancias y entidades territoriales que los integren, impul-
sar su puesta en práctica y efectuar su seguimiento;

c) preparar estudios, planes, programas y proyectos
en los que se concierten actividades conjuntas en el
ámbito de la cooperación transfronteriza;

d) promover formas de relación entre agentes,
estructuras y entidades públicas y privadas que puedan
contribuir al desarrollo de los respectivos territorios fron-
terizos;

e) ejecutar las tareas previstas para este tipo de
estructuras constituidas entre las Comisiones de Coor-
dinación Regional portuguesas y las Comunidades Autó-
nomas españolas, en el Programa España-Portugal de
la iniciativa comunitaria Interreg III A o en los instru-
mentos, aceptados por las Partes, que lo sustituyan.

5. El convenio de creación determinará las materias
objeto de la actividad del organismo, su estructura, las
funciones de los órganos y la forma de designación de
sus titulares, así como el régimen de funcionamiento,
pudiendo ser completadas tales determinaciones
mediante un reglamento interno.

6. Serán reglas básicas de organización y funcio-
namiento de los organismos sin personalidad jurídica,
debiendo figurar como tales en el convenio de creación:

a) la existencia de un órgano plenario en el que
estén representadas todas las instancias y entidades
territoriales que integren el organismo, así como de un
presidente, un vicepresidente y un secretariado;

b) la alternancia de la presidencia entre instancias
territoriales portuguesas y entidades territoriales espa-
ñolas, no debiendo ser superior a dos años la duración
de su respectivo mandato y correspondiendo a las ins-
tancias o entidades que no ejerzan la presidencia desig-
nar el vicepresidente;

c) la posibilidad de fijar la sede de las reuniones
que, en caso de ser instituida, deberá alternar, por el
período correspondiente al mandato de la respectiva pre-
sidencia, entre España y Portugal;

d) la periodicidad de las reuniones del órgano ple-
nario, debiendo reunirse al menos una vez al año;

e) la posibilidad de crear, bajo su dependencia,
comités sectoriales de composición paritaria;

f) la adopción de decisiones limitada a cuestiones
relacionadas con la organización y el funcionamiento
del organismo, así como a las funciones de concertación
sobre las materias objeto de la actividad del organismo,
siendo responsabilidad de cada instancia o entidad terri-
torial su respectiva ejecución de acuerdo con su res-
pectivo Derecho interno;

g) la adopción de decisiones respetando de forma
estricta los criterios de consenso y de paridad, impli-
cando este último que la representación del conjunto
de las instancias o entidades territoriales de una de las
Partes no pueda imponer su voluntad a la representación
del conjunto de las instancias o entidades territoriales
de la otra Parte;

h) la prohibición de adoptar decisiones que supon-
gan el ejercicio de las potestades administrativas que
el Derecho interno de las Partes atribuya, en cuanto
Administraciones Públicas, a las instancias y entidades
territoriales que integren el organismo, así como la pro-
hibición de adoptar decisiones de contenido obligatorio
para terceros;

i) la existencia de un régimen de financiación del
organismo que no implique autonomía presupuestaria.

7. A las reuniones del órgano plenario y de los comi-
tés sectoriales podrán asistir, a invitación del presidente
o de un vicepresidente de tales órganos, representantes
de las respectivas Administraciones Públicas, de servi-
cios públicos, de sectores económicos, sociales y cul-
turales públicos y privados, de instituciones universitarias
o politécnicas así como expertos, que tengan compe-
tencias o un interés relevante en las materias que sean
debatidas.

8. En el convenio de creación o en el reglamento
interno podrá determinarse el Derecho supletorio apli-
cable para resolver las cuestiones de funcionamiento
del organismo no reguladas en ellos, así como las formas
de solución de las controversias que se planteen sobre
dicho funcionamiento; en caso de no determinarse expre-
samente en los referidos instrumentos, el Derecho suple-
torio será el de la Parte que detente la Presidencia.

Artículo 11. Organismos con personalidad jurídica.

1. Mediante convenio de cooperación, las instancias
y entidades territoriales, de acuerdo con las modalidades
de relación previstas en los apartados 2 y 3 del artícu-
lo 10, podrán crear organismos con personalidad jurídica
o adherirse a uno ya creado de la misma naturaleza.

2. En el caso de crearse en Portugal, los organismos
adoptarán la forma de «AssociaçZao de Direito Público»
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o de «Empresa Intermunicipal», siendo aplicable el Dere-
cho portugués propio de tales organismos.

3. En el caso de crearse en España, los organismos
adoptarán la forma de Consorcio, siendo aplicable el
Derecho español propio de este tipo de organismo.

4. Las decisiones de las instancias territoriales por-
tuguesas sobre su participación en un Consorcio de Dere-
cho español estarán sujetas al Derecho portugués.

5. Las decisiones de las entidades territoriales espa-
ñolas sobre su participación en un organismo de los
mencionados en el apartado 2 del presente artículo esta-
rán sujetas al Derecho español.

6. Los organismos con personalidad jurídica tendrán
como finalidades:

a) la realización de obras públicas;
b) la gestión común de equipamientos o servicios

públicos;
c) el desarrollo de las acciones que les permitan

beneficiarse del Programa España-Portugal de la inicia-
tiva comunitaria Interreg III A o de los instrumentos, acep-
tados por las Partes, que lo sustituyan.

7. Sin perjuicio de las normas aplicables a cada tipo
de organismo por el Derecho interno de las Partes, los
estatutos del organismo con personalidad jurídica, que
deberán figurar anejos al convenio de creación, deberán
especificar, en particular:

a) la identificación de los miembros;
b) la denominación, la sede, la zona geográfica en

que desarrolle su actividad, la duración y la forma legal
adoptada, haciendo referencia a la legislación que le
reconozca personalidad jurídica;

c) el objeto concreto de su actividad, las tareas que
le hayan sido encomendadas por las instancias y enti-
dades territoriales que lo constituyan y las condiciones
y medios de que disponga para su realización;

d) las relaciones que establezca con los miembros,
con terceros y con autoridades superiores o de control;

e) el régimen de contratación;
f) el patrimonio y el régimen de financiación o for-

mación del capital social;
g) el ámbito y los límites de la responsabilidad de

los miembros;
h) la previsión de los órganos sociales, sus com-

petencias, el procedimiento de toma de decisiones y
el sistema de nombramiento o cese de sus titulares;

i) el régimen del presupuesto, de los balances y de
la fiscalización de cuentas;

j) las reglas relativas al estatuto y a la gestión del
personal;

l) las lenguas adoptadas, debiendo redactarse en
todo caso las decisiones de los órganos sociales en las
lenguas oficiales de las Partes;

m) las reglas relativas a la modificación de los esta-
tutos, a la adhesión o la retirada de miembros, a la diso-
lución del organismo y a las condiciones de liquidación
después de su disolución;

n) las formas de solución de controversias.

8. La modificación de los estatutos de los organis-
mos con personalidad jurídica supondrá la modificación
del convenio de creación.

9. En cuanto a la celebración de contratos, será de
aplicación:

a) en el caso de tratarse de «AssociaçZoes de Direito
Público», la legislación portuguesa relativa a la realiza-
ción de gastos públicos y contratación pública y en el
caso de tratarse de «Empresas Intermunicipais», el régi-
men jurídico propio de tales organismos;

b) en el caso de tratarse de un Consorcio, la legis-
lación española de contratos de las Administraciones
Públicas.

10. La composición de los órganos sociales reflejará
la proporcionalidad de las respectivas aportaciones de
recursos financieros o de la suscripción de capital.

11. La adopción de decisiones por los órganos
sociales deberá respetar de forma estricta los criterios
de consenso y de paridad, implicando este último que
la representación del conjunto de las Instancias o enti-
dades territoriales de una de las Partes no pueda imponer
su voluntad a la representación del conjunto de las ins-
tancias o entidades de la otra Parte.

12. Los organismos con personalidad jurídica se
financiarán con las aportaciones incluidas en los pre-
supuestos de sus miembros, con el producto de heren-
cias, legados o donaciones realizadas a su favor y, en
su caso, con los ingresos obtenidos de las tareas que
desarrollen o de la prestación de servicios, debiendo ser
aprobada por los miembros la existencia y cuantía de
tales ingresos.

13. En caso de que los estatutos autoricen a los
organismos con personalidad jurídica a recurrir a prés-
tamos, las decisiones al respecto deberán tomarse por
unanimidad.

14. Los organismos con personalidad jurídica ela-
borarán y aprobarán un presupuesto anual de ingresos
y de gastos y establecerán un balance y una cuenta
de resultados, que serán objeto del control financiero
establecido por el Derecho interno de la Parte en que
tengan su sede, de acuerdo con el tipo de organismo
de que se trate.

15. Los organismos con personalidad jurídica esta-
rán sometidos a los controles establecidos por el Dere-
cho interno de la Parte en que tengan su sede, de acuer-
do con el tipo de organismo de que se trate, debiendo
asimismo atender las peticiones de información proce-
dentes de las autoridades de control de la Parte en la
que no tengan su sede.

16. Las instancias y entidades territoriales que par-
ticipen en formas de cooperación como las previstas
en el presente artículo informarán, en el caso de modi-
ficación o de cese de dicha forma de cooperación, a
las autoridades que ejerzan sobre ellas poderes de con-
trol.

17. En caso de litigio, la jurisdicción competente
será la de la Parte en que los organismos con perso-
nalidad jurídica tengan su sede, de acuerdo con lo dis-
puesto en su Derecho interno.

18. En caso de disolución de los organismos con
personalidad jurídica, las instancias y entidades territo-
riales que tengan la condición de miembros serán soli-
dariamente responsables de las deudas del organismo,
en proporción a sus aportaciones, hasta su total extin-
ción.

CAPÍTULO IV

Disposiciones finales y transitorias

Artículo 12. Vigencia y denuncia.

1. El presente Tratado se concluye por un período
indefinido.

2. Cualquiera de las Partes podrá denunciarlo, noti-
ficando su intención a la otra Parte con una antelación
mínima de doce meses.

3. En caso de que se ponga fin a la vigencia del
Tratado, ello no afectará a las medidas de cooperación
válida y eficazmente adoptadas y ejecutadas antes de
la fecha en que cese dicha vigencia.



BOE núm. 219 Viernes 12 septiembre 2003 33943

Artículo 13. Disposiciones transitorias.

1. El presente Tratado se aplicará igualmente a los
instrumentos de cooperación transfronteriza institucio-
nalizada concluidos por las instancias y entidades terri-
toriales mencionadas en el artículo 3 antes de su entrada
en vigor, debiendo adaptarse dichos instrumentos de
cooperación a las disposiciones del presente Tratado en
el plazo de cinco años a partir de esa fecha.

2. Siempre que se trate del mismo tipo de instancia
o entidad territorial, el presente Tratado será asimismo
aplicable a las entidades e instancias territoriales inclui-
das en el área de intervención del Programa España-Por-
tugal de la iniciativa comunitaria Interreg III A que no
estén incluidas en el ámbito de aplicación determinado
en el artículo 3.

Artículo 14. Entrada en vigor.

El presente Tratado entrará en vigor transcurridos seis
meses desde la fecha de recepción de la última noti-
ficación por la que los Estados contratantes se comu-
niquen el cumplimiento de los trámites internos exigidos
por el respectivo ordenamiento jurídico para la conclu-
sión de tratados internacionales.

Hecho en Valencia el día 3 de octubre de 2002, en
dos ejemplares en lengua española y portuguesa, siendo
ambos textos igualmente fehacientes.

POR EL REINO
DE ESPAÑA,
Ana Palacio

Vallelersundi,
Ministra de Asuntos

Exteriores

POR LA REPÚBLICA
PORTUGUESA,

António Martins da Cruz,
Ministro de Asuntos

Exteriores y Comunidades
Portuguesas

El presente Tratado entrará en vigor el 30 de enero
de 2004, seis meses después de la fecha de recepción
de la última notificación por la que los Estados con-
tratantes se comunicaron el cumplimiento de los trámites
legales internos, según se establece en su artículo 14.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 22 de agosto de 2003.—El Secretario General

Técnico, Julio Núñez Montesinos.

MINISTERIO DE TRABAJO
Y ASUNTOS SOCIALES

17352 REAL DECRETO 1046/2003, de 1 de agosto,
por el que se regula el subsistema de forma-
ción profesional continua.

Desde el año 1993, la formación y el reciclaje pro-
fesional de los trabajadores ocupados se viene regulando
a través de los Acuerdos Nacionales de Formación Con-
tinua, suscritos entre las organizaciones empresariales
y sindicales más representativas, y entre éstas y el
Gobierno. Hasta la fecha se han firmado tres acuerdos
de formación continua: Acuerdo de diciembre del
año 1992, Acuerdo de diciembre del año 1996 y Acuer-
do de diciembre del año 2000, que han dado lugar a

un sistema de formación continua que ha permitido, por
una parte, dotar al sistema de unos recursos financieros
para las empresas y sus trabajadores y, por otra, desarro-
llar un modelo de gestión basado en la concertación
social y en el desarrollo de instituciones paritarias sec-
toriales y territoriales, que han contribuido a mejorar las
relaciones de los agentes sociales entre sí y de éstos
con el Gobierno.

El modelo de gestión establecido en dichos acuerdos
se ha caracterizado por el protagonismo de los agentes
sociales en el diseño e implantación de la formación
continua, a la vez que se ha ido incrementando pro-
gresivamente la participación de la Administración del
Estado, sin merma alguna del citado protagonismo, antes
bien, aunando esfuerzos en un marco de permanente
diálogo social con un fin común: mejorar cada vez más
el sistema de formación de los trabajadores.

Los buenos resultados obtenidos en la gestión de
la formación continua se acreditan en varios aspectos:
En la actualidad en torno a un millón setecientas mil
personas se forman cada año, frente a su escasa implan-
tación en el año 1993, en el que se formaron cerca
de trescientos mil trabajadores; importantes segmentos
empresariales consideran que el capital humano es su
principal activo y que no podrán competir con éxito en
mercados globalizados si éste no está suficiente formado
y con sus competencias profesionales permanente actua-
lizadas. Estas empresas ya han incorporado la formación
permanente a su estrategia de negocio. Por último, pero
no por ello menos importante, el modelo de organización
de formación continua en nuestro país se considera un
ejemplo de aplicación práctica de diálogo social en la
implementación de una política en que los intereses de
los trabajadores y de las empresas debe ser, y lo es,
coincidente: la creación y mantenimiento de empleo de
calidad y el incremento de la productividad.

El Gobierno comparte y apoya los objetivos citados,
pues constituyen sólidas bases para fomentar el creci-
miento económico, la convergencia real con los países
más avanzados y mejorar el bienestar colectivo y la cohe-
sión social de nuestro país.

Sin embargo, desde la vigencia de los III Acuerdos
Nacionales de Formación Continua se han producido
hechos no tenidos en cuenta en su firma, como con-
secuencia de haberse producido con posterioridad a
dicha firma, y que hace necesaria su revisión, al tiempo
que se introducen determinadas mejoras en el sistema
de formación de los trabajadores ocupados. Así:

a) Las Sentencias del Tribunal Constitucional, de
25 de abril y 17 de octubre del año 2002, requieren
la revisión del modelo de formación continua dentro del
marco constitucional señalado en los fundamentos jurí-
dicos de aquéllas, que inscriben la regulación de esta
materia en el ámbito de la legislación laboral, compe-
tencia exclusiva del Estado, al tiempo que delimitan los
supuestos en los que la gestión o ejecución de las accio-
nes formativas correspondería al Estado o a las comu-
nidades autónomas.

b) La promulgación de la Ley Orgánica 5/2002,
de 19 de junio, de las Cualificaciones y de la Formación
Profesional, constituye, sin duda, un hito importante en
la ordenación de la totalidad del sistema de formación
profesional. El establecimiento de un catálogo nacional
de cualificaciones profesionales, asociado a una forma-
ción modular, y de un sistema de reconocimiento y eva-
luación de la experiencia profesional, obliga a prever
mecanismos mediante los que la formación continua se
vaya progresivamente adaptando. Asimismo, el subsis-
tema de formación continua debe fundamentarse en el
concepto integral de formación profesional y en el marco
de la colaboración de los agentes sociales, de las empre-
sas y de otras entidades a que se refiere la citada ley.


